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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Gonzalo Novales. 
MIEMBROS: —Señores Representantes Gustavo A. Espinosa, Daniela Payssé y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Por el Sindicato Policial (SUPU), señora Alejandra Otana, Vicepresidenta de SUPU- 
Montevideo y Encargada de la Secretaría de Género y Equidad de los Sindicatos 
Policiales; y señor Luis Carlos Xavier, Secretario de SUPU-Rivera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Novales).- Damos la bienvenida a la delegación del Sindicato Único de Policías 
del Uruguay, integrada por su Vicepresidenta y encargada de la Secretaría de Género y Equidad del 
sindicato, señora Alejandra Otana, y por el Secretario del SUPU de Rivera, señor Luis Carlos Xavier, a 
quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA OTANA.- Agradecemos que nos reciban porque dentro del marco de lo que venimos a 
conversar se han agotado todos los recursos que el sindicato consideró que se podían llevar adelante. 
Lo que vamos a plantear es una de las situaciones que nos preocupa relacionadas con el género y la 
equidad, pero en este caso se agrega la persecución sindical por parte del Ministerio. 


SEÑOR XAVIER.- Agradezco la oportunidad que nos dan de explicar la situación que estamos 
viviendo en Rivera. 


En 2005 se creó el Sindicato Policial y la compañera Marta Martínez que es a quien nos referimos se afilió. A 
partir de allí sufrió varios traslados a consecuencia de su militancia en el sindicato. 


Actualmente ella ocupa el cargo de Suboficial Mayor. Es la única mujer en Rivera que tiene ese cargo. Es una 
señora viuda y con apremios económicos. Ella estaba en la Dirección de Grupos de Apoyo, que es la que 
hace el servicio 222 en la minera San Gregorio, y solicitó hacer ese servicio debido a que se remuneraba 
bien. Entonces, lo empezó a hacer, pero a los seis meses recibió una notificación del señor Subjefe 
prohibiéndoselo, aduciendo que no existían las condiciones necesarias para que una mujer se desempeñara 
allí. Ella hizo un informe. Se solicitó la conformación de una bipartita y se concurrió a inspeccionar por 
intermedio del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, llegándose a la conclusión de que se contaba con las 


condiciones necesarias para que la mujer policía prestara ese servicio. Eso fue notificado al Ministerio a fin 
de que se la reintegrara, pero hasta la fecha hace casi un año ella no ha sido notificada de esto. 


A su vez, otras de las compañeras que también se desempeñan en esa repartición han solicitado hacer ese 
servicio en la minera y se les ha negado. Así que entendemos que es una clara persecución, por ser mujer y 
por estar en el sindicato. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera saber si esto fue denunciado en la Dirección de Asuntos Internos, si hay 
un trámite y qué resultados ha tenido. Tengo entendido que esa Dirección se ocupa de estos asuntos. 


SEÑORA OTANA.- Se denunció a través del sindicato y se puso en aviso a las autoridades del 
Ministerio. A su vez, se esperó la conclusión de la bipartita que fue la que realizó la inspección en la 
mina. Cabe señalar que la persona encargada de la mina no la encargada del servicio 222 dijo que no 
había ningún inconveniente en que el servicio se prestara por parte de mujeres porque se contaba con 
las condiciones necesarias, es decir, un baño particular, una sala y lo necesario para higiene y demás. A 
partir de allí se esperó la respuesta del Ministerio y si bien esa respuesta fue favorable para Marta 
Martínez que fue la primera denunciante, ella nunca fue notificada. O sea que el Ministerio sí está en 
conocimiento de esto. A su vez, la denuncia fue hecha a través del sindicato y de la bipartita en el 
Ministerio. O sea que se canalizó por ambos lados. 


Por otra parte, nos parece de rigor plantear que no es el único caso; de repente, esta compañera fue la única 
que se animó a denunciar. En el Ministerio del Interior, quien designa los servicios es el encargado; en este 
caso, el Jefe de Rivera. En Montevideo se maneja diferente y en los otros departamentos, también. 


Hay otros casos en los que no se animan a denunciar y no son solamente mujeres sino que hay hombres que 
sufren discriminación con respecto a los servicios. Este es uno más que se mezcla, además, con una cuestión 
de género y de persecución sindical dado que, en menos de cuatro años, fue cambiada a seis servicios 
diferentes. Eso implica, para cualquier funcionario en este caso, ella es jefa de hogar mucha movilización, no 
solo en su trabajo sino también en su entorno familiar, lo que va en desmedro de su calidad de vida 


Queremos destacar que ella es una buena funcionaria, que cumple con su horario y no presenta partes de 
enfermo. O sea que no es una mala funcionaria que, como no cumple con su servicio, se la quiere sacar. Ella 
fue sacada arbitrariamente. Decía que hay otros casos a los que no se accede porque no hay una voluntad de 
denunciar, pero como sindicato nos vemos en la obligación de poner de manifiesto que no se ha logrado 
mejorar la situación. De hecho, sabemos que hay otros casos en Paysandú y en Montevideo. 


Este caso fue archivado porque no da lugar a que se le reconozca nada, siendo que hay documentación de una 
bipartita estableciendo que no hay inconvenientes para que ella preste ese servicio. Entonces, la situación 
deja mucho que desear. 

Nos gustaría, de alguna manera, aportar para que se regularice toda esa situación porque muchas veces no 
llega a los altos mandos del Ministerio; queda en los mandos medios y esa es una dificultad muy grande, 
sobre todo para los funcionarios que en su vida cotidiana dependen del salario del servicio 222. 


Muchas gracias. 
SEÑOR XAVIER.- Quiero entregarles una nota que la compañera Marta Martínez nos hizo llegar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La recibimos con mucho gusto. 


Agradecemos su presencia y la información que nos han aportado. Posteriormente la Comisión de Derechos 
Humanos resolverá cuál será la postura a adoptar frente a la problemática planteada. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


